Proyecto de Comunicación

Pedido de Informes
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través de sus organismos dependientes, informe sobre los siguientes aspectos relacionados con el Convenio aprobado por Ley Nº 11.236, firmado entre la Administración General de Puertos S.E. (E.L) y la Provincia el 29 de marzo de 1994:
a) Detallar los inmuebles transferidos a la Provincia por el mencionado convenio, adjuntando los planos catastrales respectivos.
b) Informar si los inmuebles transferidos por el convenio aludido incluyen los correspondientes a la Junta Nacional de Granos y a la Prefectura Naval Argentina no incluidos en el Decreto Nacional Nº 1479/92. Detallar los inmuebles no incluidos.
c) Especificar los alcances de las funciones de “Administración” transferidas por la Nación a la Provincia.

d) Informar si las referencias legales que enmarcan el Convenio y que se incluyen en su artículo primero, no limitan las posibilidades de uso de los bienes transferidos solo para puerto, constituyendo cargos  de cumplimiento obligatorio para la Provincia. En caso de haberse solicitado se requiere en envío del o los dictámenes producidos con relación a la interpretación del convenio por la Fiscalía de Estado.

e) Dar cuenta si se han concretado la o las escrituras traslativas de dominio de los bienes transferidos, en que fecha y a favor de quien; adjuntando copia de las mismas. 
f) En caso de no haberse concretado las escrituras, dar cuenta del estado de las actuaciones iniciadas a tales fines.
g) Considerando lo establecido en el Artículo 8º de la Ley Nacional Nº 24.093; y que la transferencia que nos ocupa se enmarca, entre otras normas, en esa Ley; dar cuenta se han realizado las gestiones previas tendientes a obtener la autorización para el cambio de destino del Puerto de Santa Fe; y si se ha obtenido la autorización expresa para llevar adelante la propuesta de cambio de destino, tal como lo exige la Ley.

h) Indicar si los inmuebles afectados al denominado Puerto de Santa Fe, constituyen bienes de uso privado del Estado Nacional (antes de la transferencia) y en caso de haberse producido la transferencia de dominio a la Provincia, de bienes de uso privado del Estado Provincial.
i) Informar si en caso de tratarse de bienes de uso privado del Estado (nacional o provincial según sea la situación dominial), la Municipalidad de Santa Fe tiene facultades y jurisdicción para disponer el uso urbano a dar a los mismos dentro de sus límites, indicando, en caso afirmativo, los fundamentos legales que lo sustentan.

j) Si se han realizado gestiones, y en tal caso cual es su estado, para que se autorice la afectación como puerto de lo que se incorporaría como ampliación del actual.

Señor Presidente: 
La preocupación que motiva la presentación de este proyecto, se origina en la forma en que se transmite a la sociedad lo que se ha denominado “transformación”, “ampliación” o “traslado” (en otras ocasiones), del Puerto de Santa Fe.
Desde el Gobernador de la Provincia a los funcionarios municipales, se refieren a lo recibido desde la Nación en términos más parecidos a los usados por quienes impulsan negocios que los que corresponderían en atención al carácter público de la propiedad que nos ocupa.

Simultáneamente, mercaderes del más variado origen y ocupación, hacen planes sobre la porción del puerto a la que accederán, o de la que se apropiarán, para instalar lo que a cada uno se le ocurra, desde un casino, un astillero, un comercio, una industria, una escuela o una confitería bailable. Todo parece dar lo mismo.

Nadie plantea la necesidad de estudios ambientales, y menos aún lo realiza, omitiendo el hecho de que estos inmuebles se ubican al Este/ Noreste del centro de la ciudad, lo que permite concluir que los vientos dominantes y de mayor frecuencia de la zona arrastrarán las emanaciones contaminantes sobre las áreas más pobladas de Santa Fe.
En este sentido parece que no se ha tenido en cuenta lo establecido por la Ley Nº 24.093; Artículo 6º, inciso f), que establece que para la habilitación se deberá tener en cuenta la incidencia en el medio ambiente, y los niveles máximos de efluentes gaseosos, sólidos y líquidos.

Pero tampoco se repara en otra cuestión, y es que los inmuebles y muebles han sido transferidos a la Provincia en el marco de la legislación aplicable a los puertos, lo que constituye un cargo que limita el destino a dar a los mismos.

Conviene recordar ¿Qué ES UN PUERTO? y para no incurrir en definiciones opinables nos remitiremos a la legalmente válida: 
“Denominase puertos a los ámbitos acuáticos y terrestres, naturales o artificiales e instalaciones fijas aptos para las maniobras de fondeo, atraque y desatraque y permanencia en buques o artefactos navales para efectuar operaciones de transferencia de cargas entre los modos de transporte acuático y terrestre o embarque, desembarque de pasajeros, y demás servicios que deban ser prestados a los buques o artefactos navales, pasajeros y cargas. Quedan comprendidas en esta Ley las plataformas fijas o flotantes para alijo o complementamiento de cargas” – LEY 24.093 – ART.2º.-

Seguramente, en el marco de las interpretaciones favorables a lo que se pretende hacer habrá quienes sostengan que las superficies que se pretenden afectar a otros destinos no lo están al Puerto.

La Ley Nº 24.093 también es clara al respecto:

“Todos los aspectos vinculados a la habilitación, administración y operación de los puertos estatales y particulares existentes o a crearse en el territorio de la República se rigen por la presente Ley” ( Art.1º - Ley 24.093).
“Quedan excluidos del régimen previsto en la presente Ley, los puertos o sectores de éstos destinados exclusivamente para el uso militar o el ejercicio del poder de policía estatal” ( Ley 24093 – Art. 3º), de donde se concluye que todo lo demás es “puerto” y que por ello resulta aplicable el Artículo 8º de la Ley 24.093 que requiere autorización Nacional para el cambio de destino.

Esta es la razón por la que se requiere la información respecto de las gestiones realizadas conforme lo manda al Artículo 8º, pues el mismo debe considerarse teniendo en cuenta el Artículo 10 de la misma Ley, que dice: “Artículo 10: La habilitación de todos los puertos mantendrá su vigencia mientras continúe la actividad de los mismos y el mantenimiento de las condiciones técnicas y operativas exigidas por la presente ley y su reglamentación y que dieron lugar a la habilitación respectiva.”

A todo ello se suma que la Nación y la Ley Nº 24093, hablan de la transferencia a provincias de la administración, explotación y transferencia de dominio, pero no incluye la posibilidad de cambio de destino hacia uno comercial o inmobiliario. 

En este contexto, y con el conjunto de interrogantes planteados, el otorgamiento de autorizaciones para el desarrollo de actividades absolutamente extrañas a la portuaria resulta de alto riesgo, considerando que se violentarían las condiciones establecidas y acordadas con la Nación en la transferencia y se pondría en riesgo la habilitación del Puerto de Santa Fe al proceder al cambio de destino hacia usos totalmente ajenos a los relacionados a un puerto.

A este análisis debe sumarse que el eventual traslado, o más apropiadamente ampliación del Puerto de Santa Fe, constituye una alternativa “en estudio”, y que más allá de las urgencias de quienes han demostrado particular interés privado por las tierras públicas del actual puerto, las conclusiones de los estudios no son definitivas hasta que ellos concluyan y se aprueban por los instrumentos legales que correspondan.
Interpretamos que la prudencia aconseja clarificar todos los interrogantes que hemos planteado de modo tal de no incurrir en errores que puedan derivar en perjuicios para el Puerto de la Ciudad de Santa Fe, cuya actividad principal es la que se debe atender, en defensa del interés general y el patrimonio público.
